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La	protección	penal	de	bienes	jurídicos	constituye	una	de	las	alternativas	de	las	
cuales dispone un Estado para garantizar el ejercicio de algunos derechos sus-
tanciales. Dicha forma de protección es, sin embargo, la más violenta, por cuanto 
puede impactar de una forma acentuadamente negativa a las personas contra 
quienes se dirige.
Por esta razón, el Derecho Internacional y los programas constitucionales 
de Derecho Penal se han encargado de modular el poder punitivo de los Estados 
nacionales y una de esas manifestaciones, en algún instante, fue excluir a los 
menores del sistema penal. Sin embargo, la historia evidencia una tensión entre 
los derechos de los menores y la seguridad de un orden justo cuando se encuentra 
alterado a instancia de estos.
Ante la disyuntiva de prevalencia de derechos, la evolución del Derecho 
Internacional ha facultado a los Estados para ingresar a los menores en el sistema 
penal, a condición de que se cumplan determinadas condiciones y se opere en un 
horizonte penal particularizado en sus métodos y objetivos.
Son	significativas	al	respecto	las	Reglas	de	Beijing,	así	como	las	Reglas	de	las	
Naciones Unidas para la protección de los menores privados de la libertad, adop-
tadas por la Asamblea General mediante Resolución 45/113 del 14 de diciembre 
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el Derecho interno al régimen internacional, mas no se trata de una simple con-
temporización	de	disposiciones,	sino	todo	un	entramado	jurídico	que	provee	de	
bases hermenéuticas y de interpretación como herramientas del espacio judicial 
que impacta a los menores. 
A continuación se analizan esas instituciones, con el propósito de proveer de 
las herramientas de análisis e interpretación más adecuadas a una visión de corte 
funcionalista, a favor de la integración de la institución penal de los menores 
dentro del sistema penal colombiano.
Por	ser	el	eje	en	torno	al	cual	se	edifica	el	universo	jurídico	penal	de	los	




dogmáticos en cuanto a la responsabilidad de los menores.
1. Ubicación conceptual 
Tal	vez	la	institución	más	importante	en	cualquier	sistema	jurídico	es	la	tradicio-
nalmente denominada responsabilidad. Mediante ella se disponen las condicio-
nes	bajo	las	cuales	alguien	queda	sometido	a	las	consecuencias	jurídicas	de	una	
acción, omisión o de una situación en la que de hecho pueda hallarse, con o sin 
el concurso de la voluntad, incluso cuando no ha sido la persona denominada 
responsable quien actuó o dejó de hacerlo.
En otras palabras, la responsabilidad informa la conexión que existe entre las 
premisas	de	las	normas	jurídicas,	en	el	entendido	de	que	al	menos	una	de	ellas	
señala la situación, condición, acción u omisión que se reclama y la segunda 
premisa previene sobre la consecuencia. Dicha conexión no siempre resulta de-
masiado clara en el cuerpo mismo de la norma y se trata precisamente de la insti-
tución llamada responsabilidad.
Etimológicamente,	 la	palabra	proviene	del	 latín	respondere, conforme 
con cuyo significado es la condición adquirida por alguien para que pueda 








en la medida en que pueden adoptarse decisiones que afectan negativa-
mente sus derechos fundamentales y respecto a las cuales deberá someterse. 
Desde una óptica más positiva, si se prefiere “afirmativa”, la responsabilidad 
se encuentra edificada sobre la libertad de poder ser responsable, porque 
ciertamente	es	un	reconocimiento	jurídico	el	estar	en	condiciones	de	adqui-
rir	obligaciones	generales	o	específicas	y	de	ser	responsable	en	caso	de	in-
cumplimiento o ante el surgimiento de determinadas circunstancias. Nadie 
quisiera	relacionarse	en	el	mundo	de	las	relaciones	jurídicas	con	quien	sabe	
que	es	incapaz	de	ser	responsable,	puesto	que	nada	podría	exigirle.	Desde	
luego, en la historia del Derecho se encuentran manifestaciones perma-
nentes acerca de quiénes pueden ser declarados responsables y ello es un 
reconocimiento.
En	un	sistema	jurídico	como	el	nuestro,	ser	 responsable	constituye	una	de	
las más importantes manifestaciones de ser plenamente un sujeto de derechos. 
Puede ser desde el cumplimiento mismo de una prestación y la consecuente 
extinción de la obligación, como también la determinación de quién puede ser 
castigado penalmente.
La institución de la responsabilidad presta varias funciones. En primer lugar, 
permite señalar al responsable, entendido como tal la persona contra quien pue-
de dirigirse la acción. También contribuye a la determinación de la causa activa, 
esto	es,	 indicaría	quién	puede	 formular	 la	exigencia	o	enervar	 la	acción.	Con	
ello	se	satisfacen	o,	al	menos,	se	contribuye	significativa	y	determinantemente	a	
establecer aspectos adyacentes y no menos trascendentes, por ejemplo, la com-
petencia para el ejercicio de la acción.
2. Especificidad de la responsabilidad penal
Como se dijo la institución de la responsabilidad es el eje transversal del sis-
tema	normativo.	La	verdad	es	que	opera	en	todos	los	ámbitos.	Así,	en	cuanto	al	
Derecho Internacional, puede señalarse qué y a cuál Estado puede formulársele 
una exigencia en particular. En el ámbito nacional, respecto a las obligaciones y 
los deberes constitucionales, indica quiénes se encuentran vinculados por ellos 
y	ante	quién;	basta	observar,	por	ejemplo,	el	Artículo	95	de	la	Constitución	para	
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acerca del Derecho Civil, Comercial, Administrativo o Laboral, incluso policivo. 
Con respecto al Derecho Penal pasa lo mismo.
Cada área especializada del Derecho ha generado los presupuestos o las con-
diciones de generación de la responsabilidad y una de las construcciones más 
complejas es la derivación de responsabilidad penal.
Si	se	recuerda	a	los	primeros	que	se	ocuparon	de	la	teoría	del	Derecho,	en	
general y del Derecho Penal, en particular, se encuentra inmediatamente a Hegel. 
Este	filósofo	alemán	observó	cuán	grave	era	la	responsabilidad	penal,	que	solo	
en	 la	guerra	se	podía	encontrar	un	elemento	válido	de	comparación,	porque	 la	
responsabilidad penal, a diferencia de la estrictamente civil, comercial, adminis-
trativa o laboral que, si bien traen consecuencias trascendentales en la vida de las 
personas,	normalmente	de	tipo	patrimonial,	nunca	alcanzan	los	límites	que	en	
cambio	sí	invade	la	responsabilidad	penal.	Esta,	a	diferencia	de	aquellas,	faculta	a	
los estados para disminuir e, incluso, para suprimir temporal o permanentemente 
derechos fundamentales de las personas, como la libertad, el ejercicio de cierto 
tipo	de	actividad	lícita,	la	locomoción	y,	en	algunas	legislaciones,	hasta	la	vida.
La responsabilidad penal se encuentra profundamente involucrada con la 
denominada potestad o poder punitivo de los Estados y, en la actualidad, debe 
entenderse a partir de tal entidad.
3. Poder punitivo de los Estados 
Desde	que	se	generó	el	concepto	de	soberanía,	mediante	construcciones	concep-
tuales originales como las que parten de los estudios de Bodino, forma parte de 
su	configuración	el	abandono	de	las	formas	penales	autocompositivas	y	la	insta-
lación	definitiva	de	las	formas	heterocompositivas	de	justicia	penal.	
Por las primeras se entiende cualquier método de concepción y solución de los 
conflictos,	por	medio	de	mecanismos	regidos	por	un	esquema	de	acción-reacción.	
De tal manera, las personas resuelven sus problemas con sus propias herramien-
tas y capacidades individuales de satisfacción de intereses. En esta concepción, 
por intuición o inteligencia inconsulta del imago social, las personas catalogan 
las situaciones como dañosas o lo contrario, según sus propias e individuales 
concepciones,	pero	lo	más	característico	es	que	reaccionan	con	el	mismo	criterio,	
es decir, si se experimentan agredidos y concluyen que deben a su vez agredir, 
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capacidad de defensa material de la que disponga la otra parte.
En cambio, la justicia heterocompositiva informa acerca de qué es un con-
flicto	y	las	formas	de	solucionarlo	o	desatarlo,	mediante	reenvíos	a	construccio-
nes socialmente compartidas, por ejemplo, la ley, que es una de las instituciones 
sociales que determina esos contenidos que se echan de menos en la justicia 
autocompositiva. La ley penal indica qué es un delito y cuáles son las formas que 
puede adquirir; pero también señala el castigo y las autoridades que pueden apli-




y las consecuencias que se derivan de ellos, como el castigo y la forma de apli-
carlo,	es	lo	que	la	soberanía	toma	y	radica	de	forma	exclusiva	y	excluyente	en	
el Estado. Por consiguiente, es el Estado el que puede derivar la responsabilidad 
penal como consecuencia del suceso de los comportamientos que él mismo cata-
loga como delito o crimen, y aplica los castigos que diseña como consecuencia 
de la responsabilidad. Con el mismo asiento, señala las opciones de evitar ese 
castigo y genera alternativas de solución diversa al proceso penal, por ejemplo, la 
conciliación. A este entramado de poder sancionador es lo que tradicionalmente 
se designa como poder punitivo del Estado. 
4. Poder configurador y política penal 
Una consecuencia inevitable del poder punitivo de los Estados es el llamado poder 
configurador.	Este,	a	diferencia	del	poder	punitivo,	se	manifiesta	en	la	produc-
ción	de	las	formas	penales,	tanto	en	términos	de	delitos	o	crímenes	como	de	
esquemas de enjuiciamiento penal.
La	Corte	Constitucional	generó	una	línea	jurisprudencial	sostenida	conforme	
con	 la	cual	el	Estado	colombiano	puede	definir	 los	comportamientos	punibles,	









Los menores en el sistema penal colombiano 
carecer	de	un	programa	de	política	penal	no	 implica	que	 se	 carezca	de	 esta.	
Estrictamente,	 la	política	penal	 informa	acerca	de	 la	 forma	dispuesta	por	 las	
autoridades	de	un	Estado	para	ejercer	su	poder	punitivo	y	se	hace	manifiesto	




Es probable que al no estar considerada en un discurso concreto, no sea de-
masiado	clara	la	política	penal,	pero	carecer	de	una	documentación	de	tal	linaje,	




En consecuencia, quiérase o no que exista dicho programa, es muy impro-
bable sostener que puede haber actualmente un Estado para el cual no exista 
política	penal	 alguna.	Desde	 este	punto	de	vista,	 es	preciso	 indagar	 acerca	de	
los	límites	de	configuración	que	informan	a	los	Estados,	en	sus	procesos	de	pro-
ducción de los sistemas penales y, como lo expuso la Corte Constitucional, se 
encuentran, por un lado, en el programa constitucional de Derecho Penal y en el 
Derecho Internacional. 
5. El Derecho Internacional y el programa constitucional de Derecho Penal 





muy ligeramente, por cierto, que los Estados disponen de un acentuado grado de 
libertad en la producción de sus instituciones penales.
La	verdad	es	que	no	es	así;	por	el	contrario,	se	advierten	dos	fuentes	de	con-
trol	o	limitación	inmediatas	al	poder	configurador	penal	de	los	Estados	nacio-
nales. Por un lado, el externo, se encuentra el derecho internacional. Por el otro, 
a nivel interno, se encuentra el programa constitucional de Derecho Penal.
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la llamada globalización del Derecho, cuyos matices determinan que la validez 
del Derecho Penal interno se encuentra asociado con una cierta ratio, dispuesta 
en	función	de	una	serie	de	principios	o,	si	se	prefiere,	de	derechos	y	garantías	
infranqueables	por	 los	Estados	nacionales.	Así,	por	ejemplo,	se	encuentra	que,	
desde el Derecho Internacional, se indica a los Estados que no pueden violentar 
la interdicción del non bis idem, la cosa juzgada, el principio de legalidad de los 
delitos y las penas, entre otros, a no ser que el Derecho Internacional lo apruebe.
Como puede rápidamente concluirse, esta serie de principios que, en nuestro 
caso,	fueron	“nacionalizados”	mediante	los	títulos	preliminares	de	los	Códigos	
Penal y de Procedimiento Penal, opera una limitante dispuesta en contra del po-
der punitivo del Estado, por cuanto no pueden traspasarlos.
Nos	preguntaríamos	si	a	escala	nacional	no	se	atiende	dicha	ratio penal, ¿en 
qué	quedaría	un	sistema	penal	que,	por	ejemplo,	no	atienda	principios	como	el	de	
la cosa juzgada o que admita condenar a una persona sin vencerla previamente en 
juicio, tras haberla escuchado por parte de un juez ordinario? Tal pretensión, prác-
ticamente	inconcebible,	haría	que	el	sistema	penal	y,	por	consiguiente,	el	poder	
punitivo, no fuesen aceptados por la comunidad internacional, que es tanto como 
arrojar a los jueces nacionales de dicho Estado a una situación en la que sus deci-
siones no tienen validez o reconocimiento alguno en la comunidad de naciones.
Si bien esta ha sido la primera manifestación de incursión del Derecho 
Internacional en el poder punitivo de los Estados nacionales, en la actualidad 
no es la única. En efecto, el Derecho Internacional o, mejor, el proceso de planeti-
zación del Derecho ha venido invadiendo más decididamente otras manifestacio-
nes del poder punitivo de los Estados y por ello se encuentra que ha determinado 
incluso la tipicidad de muchos comportamientos. No puede menos que acep-
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Así,	el	Derecho	Internacional	ha	 indicado	adicionalmente	cuáles	deben	ser	
los contenidos de los tipos penales, lo cual implica una demarcación del poder 
configurador	de	los	Estados.
Encontramos, por otra parte, el llamado programa constitucional de Derecho 
Penal.	En	efecto,	una	de	 las	principales	expresiones	de	 la	Criminología	crítica	
fue la ubicación de una limitante interna dada por el constituyente primario, que 
limitara el poder punitivo de los Estados nacionales.
Adjunto a principios como el de la última ratio y el de fragmentariedad del 
Derecho Penal surgió el principio de delimitación constitucional, conforme con 
el	 cual	 la	propia	Carta	Política	dispone	una	 serie	de	 limitantes	a	 los	Estados	en	
el	proceso	de	generación	o	configuración	penal.	Frecuentemente,	los	programas	





humana. Por suerte, el sistema penal debe surgir y operar de manera correspon-
diente con tal principio y, desde luego, participan con la misma fuerza todos 
aquellos derivados inescindiblemente de la dignidad, como el desarrollo libre de 
la personalidad.
Se	manifiesta	específicamente	tal	principio	en	el	poder	punitivo,	en	el	que	el	
delito es una alternativa ofrecida a la libre voluntad de las personas, es decir, en 
un esquema de dignidad humana y de libre desarrollo de la personalidad se reco-
noce la voluntad como fundamento del poder sancionador. En otros términos, se 
puede sancionar a quien libremente hubiera podido optar por cometer o no un de-
lito. Desde este punto de vista, se desprenden otras consecuencias directas sobre 
el poder punitivo del Estado, como que el fundamento de la responsabilidad debe 
radicar en la culpabilidad y, por consiguiente, que no puede haber responsabili-
dad penal objetiva, es decir, ajena u opuesta al principio de culpabilidad. 
Como puede observarse, el poder punitivo de los Estados aparece profunda-
mente impactado por el Derecho Internacional y fundamentado en sus propios 
principios por las bases constitucionales de cada Estado.
Dado lo anterior, es viable ingresar en otro aspecto de la responsabilidad 
como son sus elementos. 
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6. Elementos de la responsabilidad penal 
Hemos recorrido los fundamentos sobre los cuales se sustenta el instituto de la 
responsabilidad, en general y de la responsabilidad penal, en particular. Este 
entramado inicial informa esencialmente acerca de sus bases semánticas o signi-
ficativas	y	es	conveniente	ahora	detenerse	en	sus	bases	morfológicas	o	sintác-
ticas, para una mejor comprensión del instituto.
A este aspecto morfológico conciernen los tradicionalmente denominados 
elementos de la responsabilidad. Podemos enunciarlos como el suceso de una con-
ducta	típica,	antijurídica	y	culpable;	un	sujeto	condigno	jurídicamente	hablando	
de la imputación y la imputación. Sobre el particular conviene aclarar que el 
delito, conforme al discurso decimonónico, de corte positivista, se entiende como 
conducta	típica,	antijurídica	y	culpable;	que	el	sujeto	es	el	individuo	a	quien	se	
atribuye la consecuencia de la acción, independientemente de haberla ejecutado 
por	sí	o	por	otro;	que	la	imputación	es	la	atadura	que	articula	e	imprime	dinámica	
a los anteriores, es decir, la base de atribución de la pena sobre un sujeto a quien 
se declara culpable de la producción de un daño.
Como se sabe, las diversas escuelas del Derecho Penal, tradicionalmente co-
nocidas	como	positivista,	clásica,	finalista	y	estructural	funcionalista,	han	procu-
rado construir los fundamentos de la responsabilidad penal, explicarla, sustentarla 
e incluso deconstruirla. Las dos primeras se caracterizaron por derivarla de una 
base factual causalista, es decir, la responsabilidad radicaba en quien hubiese 
generado	la	causa	productora	del	daño	que	justificaría	la	aplicación	de	una	pena.	El	
finalismo,	por	su	parte,	la	sustentó	en	la	concreción	de	un	propósito	opuesto	a	los	
intereses protegidos por el Derecho Penal, mientras la estructural funcionalista la 




se precisa, además, la generación causal del daño para que la imputación pueda 
fundamentarse	en	la	producción	de	un	riesgo	antijurídico.
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formulado variables, por ejemplo, separar los elementos objetivos de los sub-
jetivos y ubicar entre aquellos el injusto, sacar el dolo de la culpabilidad para 
reinstalarlo en el tipo e incluso, suprimirlo y también se advierte que la 
preterintención se encuentra frecuentemente abandonada.
En nuestro caso no es fácil proponer una determinación a partir de una adhesión 
concreta alguna escuela o corriente dogmática explicativa del delito, pues 
concursan criterios con tendencias opuestas. Lo cierto es que, al parecer, pre-




Derecho Penal de acto. Reclamos adyacentes de tipicidad demandan que el 
sujeto activo observe las cualidades exigidas en el tipo; asimismo, que se ob-
serven los elementos normativos que completan la imputación y que el injusto 
se	verifique	dentro	de	los	límites	admitidos	por	el	tipo	en	su	entidad	óntica.
Otro	factor	concurrente	es	que,	si	aplican	dispositivos	amplificadores,	sean	
operativos del tipo en particular, de suerte que, por ejemplo, admita la tentativa.
En cuanto a la culpabilidad, se dispuso como factor de imputación que todos 
los reatos descritos admiten la forma dolosa y, excepcionalmente, por atribu-
ción normativa concreta, las formas culposa o preterintencional. Las consa-
bidas	dificultades	de	distinción	entre	figuras	como	el	dolo	eventual	y	la	culpa	
con representación no han sido superadas y la verdad es que la ley no aporta 
mayores alternativas de distinción, lo que abre un marco de operatividad a la 
dogmática, como fuente de comprensión. 
La idea de conducta informa una comprensión penal objetiva, en el entendido 
de que al seguir los postulados del Derecho Penal de acto, solo se sanciona el 
acontecer	externo	del	sujeto	agente,	sea	el	autor,	coautor	o	partícipe	y	no	su	
condición humana. 
Para que esa conducta resulte objeto de una imputación, es preciso que, de 








2. Sujetos. El principio de personalidad de la pena informa que la responsa-
bilidad penal es intransmisible e insustituible. Ello no riñe con que el Estado 
reconozca opciones distintas a la generación de la responsabilidad por medio 
de las llamadas salidas alternas. 
Cuando	nos	referimos	al	sujeto,	 identificamos	a	quien	puede	ser	declarado	
responsable del delito, no a otros sujetos que convergen en la estructura del 
delito,	como	las	víctimas.	Para	ser	sujeto	responsable	se	precisan	varias	condi-
ciones. En primer lugar, ser persona, caso en el cual algunas legislaciones 
admiten	tanto	a	las	naturales	como	a	las	jurídicas,	pero	en	el	caso	nuestro,	
pese a que nuestro sistema penal puede gravar a las dos, se ha preferido evitar 
el desarrollo correspondiente al Derecho Penal Administrativo para acentuar 
la responsabilidad penal de las personas naturales. En el caso de las personas 
jurídicas,	el	Código	Penal	indica	que	están	llamadas	a	responder	sus	repre-
sentantes legales.
Conforme al Código Civil, la persona existe desde el nacimiento, siempre que 




del Derecho Penal clásico, puesto que, al entender por los primeros a quie-
nes comprenden lo que hacen y dirigen su comportamiento de conformidad 
con su comprensión y, al ser el dolo conocimiento de ilicitud y voluntad de 
producir	el	resultado,	pareciera	que	no	podrían	ser	responsables	a	este	título	
quienes adquieren la condición de inimputables u obraron en tal situación. 
Lo cierto es que inimputable no es sinónimo de irresponsable; de hecho, el 
inimputable responde, pero las consecuencias son distintas. Se mantiene que 
responden	sin	culpabilidad,	lo	cual	desafía	el	postulado	de	proscripción	de	la	
responsabilidad objetiva o responsabilidad sin culpabilidad. Lo cierto es que 
prevalece la concepción preventiva especial de la pena, al tratarse de inimpu-
tables y, por consiguiente, se busca protegerlo y rehabilitarlo por medio de la 
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de 14 años y que se estimaban como sujetos sancionables con pena de priva-
ción	de	la	libertad	con	fines	pedagógicos	a	partir	de	los	16.
Significa	lo	anterior	que	la	condición	de	autor,	coautor	o	partícipe	puede	ser	
adquirida por cualquier persona mayor de 14 años y que le serán aplicadas las 
penas correspondientes, con la salvedad de la base pedagógica que acompaña 
la	privación	de	la	libertad,	así	como	el	límite	de	los	16	a	partir	del	cual	es	
probable la privación de la libertad. Se requiere que haya satisfecho las exi-
gencias	reclamadas	objetivas	y	subjetivas,	en	la	descripción	típica,	para	que	
pueda satisfacer esta condición concreta de la responsabilidad.
3. Imputación. Sin duda, uno de los aspectos más complejos de la respon-
sabilidad, en general y del Derecho Penal, en particular, tiene que ver con 
la imputación. Básicamente consiste en las condiciones de atribución de la 
responsabilidad al sujeto como consecuencia del delito. Se precisa que haya 
ocurrido	un	delito	y	que	pueda	atribuírsele	a	alguien,	pero	no	basta.
En	efecto,	 la	 teoría	clásica	basó	 la	 imputación	en	un	concepto	esencial	de	
causalidad, conforme al cual resultaba responsable el sujeto a quien pudiese 
atribuírsele	 el	 haber	desatado	 la	 causa	del	 resultado	antijurídico.	La	 teoría	
finalista	forja	esa	atribución	a	la	fijación	de	la	intención	final,	mientras	que	el	
estructural funcionalismo considera, básicamente, las condiciones de impu-
tación objetiva.
Pareciera sencillo considerar como una alternativa plausible la causalidad 
física,	 pero	 no	 es	 así.	A	partir	 de	 la	 verificación	de	 concausas,	 se	 procuró	
un	esquema	más	justo	de	imputación;	de	ahí	que	el	aporte	de	la	dogmática	
hubiera	procurado	una	serie	de	explicaciones	aglutinadas	en	la	famosa	teoría	
de la equivalencia de las condiciones. Se dijo de la ultima ratio, la conditio 
sine qua non, la causa adecuada, etcétera, sin haberse logrado un punto de 









degollamiento producido mediante una saliente metálica de un carruaje que 
rueda calle abajo, cuando el esclavo que lo empuja resbala a consecuencia 
del sobrepeso de la carga. Se pregunta quién es responsable de la muerte del 
primer esclavo: ¿su dueño, por ser el titular del derecho de dominio, él mis-
mo por la imprudencia de caminar demasiado cerca del carruaje, el esclavo 




acaba de arrollar a alguien, tras conducir de manera imprudente y, en el acto 
de	conducirlo	a	un	centro	asistencial,	choca	con	otro	vehículo	cuyo	conductor	
viola una norma de tránsito, lo que fuerza a detenerse y, en tal acto, se agrava 
la lesión, pero la persona lesionada muere desangrada en manos de un médi-
co	que	lo	recibe	en	estado	de	embriaguez.	¿Respondería	el	primer	conductor	
por haber lesionado primero, el segundo por haber agravado la lesión o el 
médico, acaso?
Obsérvese	que	ninguna	de	las	teorías	de	la	equivalencia	de	las	condiciones	es	
satisfactoria. Por la misma razón surgió una alternativa en que no se estima 
exclusivamente	la	causación	física,	sino	además,	ante	todo,	la	defraudación	
de las expectativas sociales de rol. Por consiguiente, se parte de la base esen-
cial conforme con la cual la imputación es un asunto normativo y no un asunto 
físico,	así	que	el	legislador	genera	las	bases	de	imputación.
Si	verificamos	el	Artículo	9	de	la	Ley	599	de	2000,	advertimos	que,	al	decir	
el	 legislador	que	 la	mera	causalidad	es	 insuficiente	para	 la	 imputación	del	
resultado, está diciendo que se precisa además haber generado el riesgo anti-
jurídico	de	causación	de	un	daño,	lo	cual	acontece	o,	mejor,	la	dogmática	lo	
revierte a que se haya defraudado la expectativa de rol social cubierta por el 
sujeto agente.
Esta postura dogmática indudablemente trae consecuencias, puesto que 
formular la imputación sobre esos presupuestos implica que el sujeto agente 
hubiera	sido	sometido	a	un	proceso	de	socialización	suficiente,	lo	cual	debería	






Los menores en el sistema penal colombiano 
La socialización informa sobre los procesos de interiorización de principios y 
valores sociales vigentes. Se entiende que la socialización primaria se opera 
desde la base familiar y que la secundaria desde otro tipo de institución, como 
las escuelas de formación.
Al	tratarse	de	menores,	se	hace	aún	más	difícil,	si	se	estima	que	no	han	
completado los procesos de socialización, al menos secundaria. Por consi-
guiente, la imputación como presupuesto de responsabilidad demanda una 
visión al respecto que, a su vez, reclama acudir a los fundamentos demos-
trativos idóneos.





generarse en el caso de menores, dado que su voluntad para efectos civiles y 
políticos	se	encuentra	condicionada.	Por	ejemplo,	no	es	válido	que	un	menor	
adquiera la obligación de guardar las espaldas de otra persona, aun cuando se 
encuentre	en	condiciones	físicas	y	mentales	de	hacerlo.	Civilmente,	tal	com-
promiso	no	genera	consecuencias	vinculantes	para	el	menor,	así	que	tampoco	
debe generarlas de orden penal. 
